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LAS FUNDACIONES CANÓNICAS EN EL ORDENAMIENTO
JURÍDICO ESPAÑOL: ALGUNAS CONSIDERACIONES

1. INTRODUCCIÓN

La Ley sobre Fundaciones e Incentivos Fiscales a Ia participación priva-
da en actividades de interés general, promulgada hace algunos años en nues-
tro país ', colmó una clara laguna jurídica que el ordenamiento civil español
tenía en esta materia, puesta de manifiesto unánimemente por Ia civilistica
española y cuya regulación se veía cada vez más necesaria tanto por el
cúmulo de normas existentes sobre el particular, sin una clara armonización
entre ellas, como por las diferentes circunstancias sociales y políticas que
estaban exigiendo una correcta adecuación del marco jurídico español a
estas realidades sociales, cada vez más en auge.

En efecto: Ia misma Ley Io reconoce en su exposición de motivos al
señalar que 'la necesidad ineludible de actualizar Ia legislación sobre funda-
ciones viene determinada, de un lado, por el artículo 34 de Ia Constitución,
que reconoce el derecho de Fundación para fines de interés general con
arreglo a Ia Ley, y, de otro lado, por Ia importancia que en Ia vida social ha
adquirido el ejercicio del indicado derecho de Fundación... A esta necesidad
se une otra, también actual pero no estrictamente jurídica, cual es Ia de esti-
mular Ia iniciativa privada en Ia realización de actividades de interés gene-
ral...'. Se pretende, en suma, dotar al campo de las actuaciones altruistas de
una base jurídica fomentadora y ajustada a Ia actual demanda que Ia socie-
dad presenta 2. Y además de los argumentos del mandato constitucional y
de Ia importancia que tiene Ia participación de Ia sociedad en estas tareas

1 Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a Ia Participación
privada en Actividades de Interés General (BOK, n." 282 de 25 noviembre 1994). Con anterioridad a Ia
misma, el Gobierno había presentado el Proyecto de l,ey (121/000025) de fundaciones y de incentivos
fiscales a Ia participación privada en actividades de interés general, in: Boletín Oficial de las Corles
Generales. Congreso de ¡os Diputados, 7 de diciembre de 1993. n." 39-1

2 Ley de Fundaciones: exposición de motivos, n." 1.
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altrui.stas -\ se recuerda que Ia situación legislativa actual sobre las fundacio-
nes era el fruto 'de una maraña legislativa constituida por reglas dispersas y
dispares, con una vigencia e incluso validez más que dudosas y del más
variado tipo': Ia Ley General de Beneficencia, de 20 de junio de 1849; el
Código Civil; el Decreto e Instrucción del 14 de marzo de 1899; el Decreto
2930/1972, de 21 de julio, etc. Se comprende, por tanto, que haya sido aco-
gida favorablemente esta Ley que pretende potenciar el fenómeno fundacio-
nal e incentivar Ia participación privada en actividades de interés general,
estableciendo el marco jurídico adecuado a las actuales circunstancias.

Por otra parte, Ia Ley, como su mismo título indica, ha regulado dos
materias claramente diferenciadas, aunque conexas entre sí: en el primer
título se aborda el tratamiento de las fundaciones civiles, sean estatales o
autonómicas, y en el segundo se detallan los beneficios aplicables a las enti-
dades sin fines lucrativos. Un posterior Real Decreto del 5 de mayo comple-
ta Ia citada Ley, ya que regula algunas cuestiones sobre el régimen de incen-
tivos fiscales a Ia participación privada en actividades de interés general '.

Ambos textos legales tienen un especial interés para Ia Iglesia Católi-
ca en nuestro país, ya que Ia denominada acción asistencial (caritativa,
benéfica) en favor de los necesitados es algo irrenunciable para ella, es un
aspecto fundamental de su misión evangélica y Ia viene desarrollando
desde su inicio con las características propias de cada época histórica: el
Código de Derecho Canónico recuerda en varios lugares que uno de los
fines propios de Ia Iglesia, que justifica que ésta tenga y posea bienes tem-
porales, es 'hacer las obras... de caridad, sobre todo con los necesitados'
(can. 1254, § 2; 222). Es, igualmente, uno de los fines 'congruente con Ia
misión de Ia Iglesia que trasciende el fin de los individuos' y que justifica
que Ia Iglesia cree asociaciones y fundaciones (can. 114, §§ 1-2). Como
dicen los obispos españoles, Ia actividad caritativo-social pertenece esen-

3 Participación de Ia sociedad y de Ia iniciativa privada que se conciben como subordinadas al
Estado y, en suma, como Ia aceptación de un mal menor: 'También esta necesidad de estímulo es ine-
ludible, vistos Ia dificultad de los poderes públicos de atender plenamente ese interés general y el
protagonismo que Ia sociedad reclama y entrega a las variadas entidades sin ánimo de lucro... Aten-
diendo a Ia realidad social puede advertirse sin esfuerzo que las fundaciones ... tienen hoy innegable
peso como coadyuvantes en Ia satisfacción del interés general', Exposición de motivos, nn. I y II.

4 Real Decreto 765/1995, de 5 de mayo, por el que se reguian determinadas cuestiones del régi-
men de incentivos fiscales a Ia participación privada en actividades de interés general (BOl-, n." 123,
de 24 mayo 1995). Con posterioridad a esta ley, se han promulgado otros textos legales que Ia van
desarrollando: v.gr., Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, sobre el Reglamento de las fundaciones
de competencia estatal (BOK, n." 57, 6 marzo 1996); Real Decreto 384/1996, de 1 marzo 199<>, sobre el
Reglamento del Registro de Fundaciones de competencia estatal (BOE, n."s 76 y 77, 28 y 29 mar/o
1996), etc. Cf. Confederación Española de Fundaciones, Código de Fundaciones. Normatira estatal,
autonómicayfiscalconcordada, Madrid 1996.
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cialmente a Ia constitución de Ia Iglesia: 'No se trata, por tanto, de una
mera suplencia de aquellas necesidades que no están atendidas por Ia
Administración ni por Ia sociedad, sino de algo que brota de su mismo ser
Iglesia, habitada y movida por el Espíritu Santo para continuar Ia presen-
cia y Ia obra de Cristo en el mundo, manifestando así el amor de Dios
Padre a los hombres. La acción caritativo social obra de manera cuasi-
sacramental en cuanto parte integrante de Ia acción pastoral de Ia Iglesia,
que no se reduce solamente a Ia predicación y los sacramentos, sino que
se extiende también al mandamiento de Ia caridad, en especial a los más
pobresy necesitados'''. Y una de las formas más privilegiadas de esta acti-
vidad social y caritativa eclesial han sido, y son, las fundaciones pías: a
través de ellas se encauza esta acción eclesial, se institucionaliza y tras-
ciende a Ia persona individual, logrando con ello una mayor permanencia
y estabilidad en sus actuaciones y efectos6.

La regulación de las fundaciones canónicas y de las restantes institucio-
nes eclesiásticas pertenece, como es obvio, a Ia propia Iglesia Católica. Sin
embargo, por diferentes circunstancias, los Estados civiles han venido intervi-
niendo en las mismas, especialmente en las fundaciones pías desde los siglos
xviii-xix. El resultado es que, en Ia actualidad, su régimen jurídico viene esta-
blecido por Ia legislación canónica y, si quieren operar patrimonialmente en
Ia sociedad civil, por Ia legislación civil o acordada entre Ia Iglesia y el Esta-
do en cada país. Y ello es lógicamente inevitable si quieren desarrollar sus
fines fundacionales. De aquí Ia importancia que tiene analizar Ia incidencia
que Ia actual normativa civil española tiene sobre las fundaciones pías, ya
que ésta puede favorecerlas o perjudicarlas y ello redundará en beneficio o
perjuicio de Ia propia acción caritativa o social de Ia Iglesia Católica. Cierta-
mente que esta normativa civil no afecta directamente a Ia constitución y fun-
cionamiento de las fundaciones pías: pero tiene una gran importancia por-
que regula el régimen de las fundaciones civiles, a las que se encuentran
vinculadas numerosas instituciones eclesiásticas, y porque el régimen fiscal
establecido para las entidades sin ánimo o fin de lucro es aplicable a las enti-
dades eclesiásticas, Io cual ha supuesto una importante reestructuración del
régimen fiscal aplicable a las entidades de Ia Iglesia Católica. Nuestro objeto,
por tanto, es analizar Ia incidencia o repercusión que Ia normativa civil espa-

5 Comisión Episcopal de Pastoral Social de Ia Conferencia Kpiscopal Española, 'La Iglesia y los
pobres. Documento de reflexión, 21 febrero 1994', in: BOCE42 (1994) 46-84, n." 110.

6 Una descripción del número actual de centros de caridad y de acción social de Ia Iglesia Cató-
lica en España, así como del número del total de personas asistidas en dichos centros, en: Estadísticas
de to Igtesia Católica en España 1998, Madrid 1999, 169-236. Cf. J. M. Vázquez García-Peñuela, Leyes
autonómicas de servicios sociales. Su repercusión sobre las entidades eclesiásticas, Pamplona 1991.
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ñola actual sohre las Fundaciones y actividades de mecenazgo tiene sohre
las fundaciones pías de Ia Iglesia Católica, dejando de lado el análisis de otras
cuestiones que no atañen específicamente a esta cuestión.

2. CARAC.TKRÍSTICAS I)E IA NORMATIVA CIVIL

La Ley sohre Fundaciones se divide en dos grandes partes o títulos: el
título I se refiere a las fundaciones (arts. 1-39), y el II a los incentivos fisca-
les previstos para promover Ia participación privada en actividades de inte-
rés general (arts. 40-70).

a) Las fu ndaciones

TaI como se dice en Ia misma Ley, el fin u objeto de las normas refe-
rentes a las fundaciones son: 'a) acomodar Ia regulación de las fundaciones
a Ia Constitución y a Ia actual distribución de competencias entre el Fstado
y las Comunidades Autónomas; b) ofrecer una regulación sistemática, orde-
nada y precisa de las fundaciones, acorde con Ia transcendencia económica,
jurídica y social del hecho fundacional; c) unificar el régimen aplicable a
todas las fundaciones y garantizar el cumplimiento de los fines fundaciona-
les que han de ser, necesariamente, de interés general'7.

El articulado de Ia Ley se distribuye en siete capítulos. El primero con-
tiene las disposiciones generales: define a las fundaciones como 'organiza-
ciones constituidas sin ánimo de lucro que, por voluntad de sus creadores,
tienen afectado de modo duradero su patrimonio a Ia realización de fines
de interés general'; determina qué se entiende por fines de interés general:
'asistencia social, cívicos, educativos, culturales, científicos, deportivos, sani-
tarios, de cooperación para el desarrollo, de defensa del medio ambiente, o
de fomento de Ia economía o de Ia investigación, de promoción del volun-
tariado, o cualesquiera otros de naturaleza análoga'; se establece, asimismo,
que Ia inscripción de las fundaciones en el Registro de Fundaciones tiene
carácter constitutivo, debiendo estar domiciliadas en España. El capítulo
segundo reúne las normas relativas a Ia constitución de Ia fundación: quién
tiene capacidad para fundar, las modalidades y forma de constitución, los
estatutos, Ia dotación fundacional, etc. El tercer capítulo fija el gobierno de
lafundación a través del patronato y de los patronos. El cuarto habla del

7 Ley de Fundaciones: exposición de motivos, n." 1

Universidad Pontificia de Salamanca



Las Fundaciones canónicas en el ordenamientojurídico... 605

patrimonio de lafundación; el quinto, delfuncionamiento y actividad de
Ia fundación; el sexto, de Ia modificación, fusión y extinción de Ia funda-
ción; y, finalmente, el séptimo del protectorado y el registro defundacio-
nes, instituyendo el Consejo Superior de Fundaciones.

La normativa aquí recogida afecta íntegramente a las fundaciones deno-
minadas de 'competencia estatal'. Junto a éstas, pueden existir otras que cabe
denominarlas de 'competencia autonómica', es decir: aquellas que dependen
jurídicamente, al menos de forma parcial, de las distintas Comunidades Autó-
nomas. La coordinación entre las distintas normas jurídicas que afectan a las
fundaciones se establece de Ia siguiente manera8:

• Hay una serie de normas que 'constituyen las condiciones básicas
del derecho de fundación' y que son de directa aplicación en todo
el Estado.

• Otras son de aplicación general a todas las fundaciones.

• Otras son de aplicación general 'a todas las fundaciones incluso a
aquéllas cuya competencia corresponda, de acuerdo con Io previsto
en sus respectivos Estatutos de Autonomía, a las Comunidades Autó-
nomas. No obstante, todos estos artículos serán únicamente de apli-
cación supletoria en las Comunidades Autónomas con competencia
en materia de derecho civil, foral o especial'.

• Las normas de Ia legislación procesal son, lógicamente, de aplica-
ción general.

• Finalmente, 'los restantes preceptos de Ia Ley serán de aplicación a
las fundaciones de competencia estatal'.

b) Las actividades de interés general

La segunda parte de Ia Ley está dedicada a señalar los incentivos fisca-
les destinados a promover Ia participación privada en actividades de interés
general. Se parte del hecho de que en Ia sociedad actual 'constituye una
realidad Ia participación, junto con el sector público, de personas, entidades
e instituciones privadas en Ia protección, el desarrollo y el estímulo de acti-
vidades de interés general en las diversas manifestaciones que éstas pueden
revestir', así como Ia necesidad de que Ia normativa fiscal española se adap-
te a sus características: las normas promulgadas tienen una finalidad clara-
mente incentivadora, 'tienden a estimular Ia participación de Ia iniciativa pri-

8 Ley de Fundaciones, Disposición Adicional Primera: aplicación de Ia ley.
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vacla en Ia realización de actividades de interés general'. Se pretende, en
suma, 'dinamizar de manera sustancial Ia realización de actividades de inte-
rés general, Io que redundará decisivamente en beneficio de Ia colectivi-
dad'. Para ello, una vez descritas debidamente quiénes son las entidades
destinatárias de las medidas incentivadoras aquí contempladas, se fijan algu-
nas innovaciones en su régimen tributario así como en el de las aportacio-
nes efectuadas a su favor por personas físicas o jurídicas.

La Ley señala que por entidades sin fines lucrativos se entienden las
fundaciones inscritas en el Registro correspondiente y las asociaciones
declaradas de ntilidadpública que cumplan los requisitos establecidos en
este título de Ia Ley (art. 41)9. El art. 42 determina los requisitos que deben
poseer estas asociaciones para disfrutar del régimen fiscal previsto: perse-
guir fines idénticos a los establecidos para las fundaciones; destinar a Ia rea-
lización de dichos fines, al menos, el 70 % de las rentas netas y otros ingre-
sos que obtengan por cualquier concepto, etc. Los beneficios fiscales
previstos, una vez cumplidas las condiciones y trámites establecidos en Ia
Ley, hacen referencia a determinadas exenciones del Impuesto sobre Socie-
dades, una vez cumplidas algunas condiciones (arts. 48-57); exenciones,
igualmente, de algunos tributos locales (art. 58), tales como el Impuesto
sobre Bienes Inmuebles (art. 65), y el Impuesto sobre Actividades Económi-
cas (art. 58); régimen especial para las aportaciones o donativos efectuados
a entidades sin fines lucrativos (arts. 59-66), para las actividades y progra-
mas prioritarios de mecenazgo (art. 67), para Ia colaboración empresarial
con estas entidades (arts. 68-70), etc. Se regulan, además, sus órganos recto-
res, contabilidad, aplicación y pérdida de los beneficios fiscales que gozan
estas asociaciones; finalmente se establecen las condiciones de las activida-
des y programas prioritarios de mecenazgo: es decir, Ia participación e inter-
vención directa de las empresas en Ia consecución cle estos fines 10.

La Ley de Fundaciones no menciona ni a las Fundaciones pías ni a las
restantes entidades o instituciones eclesiásticas en ninguna de las dos partes
de su articulado: ni en el de las fundaciones, ni en el de las entidades sin
ánimo de lucro. Ni tan siquiera se menciona explícitamente el fin religioso
entre los fines de interés general que deben perseguir las entidades sin
ánimo de lucro si quieren gozar de los beneficios fiscales previstos en Ia
Ley. Únicamente se menciona a Ia Iglesia Católica y a las restantes iglesias,

9 Lcy de Fundaciones: exposición de motivos. n."s VI-VII.
10 A. Martíne/ l.afuente, Fundaciones v Mecenazgo. Análisis jurídico-tributarío cle ¡a Lev

30/1994, de 24 de noviembre. Pamplona 1995. Para una exposición detallada de las Comunidades
Autónomas que tienen competencias en esta materia, véase R. de Loren/.o Garda, Kl muix< Derecho
de Fundaciones, Madrid 1993, 169-98.
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Confesiones y Comunidades religiosas que tengan suscritos acuerdos de coo-
peración con el Estado Español y son equiparadas directamente por Ia Ley a
las entidades sin fines lucrativos que persigan fines de interés general, apli-
cándoseles el régimen tributario y fiscal previsto para estas entidades. Pero
esta normativa resultaba sorprendente por varios motivos, puesto que nadie
puede ignorar ni que el fin religioso sea de interés general para Ia sociedad
y para el bien común, ni Ia amplia relación de fundaciones pías y de entida-
des eclesiásticas sin ánimo de lucro que, tradicionalmente, están dedicadas
a actividades de interés general u.

3. LAS FUNDACIONES PÍAS

Antes de examinar Ia repercusión que Ia actual legislación española
sobre las Fundaciones tiene sobre las fundaciones típicas de Ia Iglesia Cató-
lica, denominadas tradicionalmente 'fundaciones pías', conviene que recor-
demos algunas nociones básicas sobre las mismas así como sobre Ia legisla-
ción que las regula 12.

Las fundaciones pías se enmarcan en el concepto genérico de las
voluntades pías o actos de disposición de bienes temporales en favor de
una causa pía, ya se haga por un acto mortis causa o por un acto inter
vivos: son una forma típica de las voluntades pías, quizá Ia más característi-
ca, debiéndose recordar que el calificativo de 'pio' hay que entenderlo no
en un sentido restrictivo o incluso peyorativo, sino en el tradicional y típi-
co de Ia Iglesia. Esto es: bienes temporales afectados permanentemente
para fines de piedad, apostolado o caridad, tanto espiritual como temporal,
con una intención sobrenatural y realizados por Ia piedad del disponente.
Las normas canónicas generales que las regulan se encuentran en los cáno-
nes 1303-1307 del CIC, siéndoles igualmente aplicables los cánones 1299-

11 También los diferentes proyectos presentados por el Gobierno y los partidos políticos preveí-
an este extraño tratamiento: Boktín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados, 30 de
diciembre de 1992, n.° 122-1; 26 de febrero de 1993, n." 88-9; 26 de julio de 1993, n.° 11-1; 30 de julio
de 1993, n."5 16-1 y 17-1; y 7 de diciembre de 1993, n.° 39-1.

12 Cf. F. R. Aznar GiI, La administración de los bienes temporales de ki Iglesia, Salamanca 1993,
217-76; R. Beneyto Berenguer, Fundaciones sociales de Ia Iglesia Católica. Conflicto Iglesia-Estado,
Valencia 1996; G. Biffi, Lepie volontà e lepiefondazioni nel Codice di Diritto canonico e nella legis-
lazione civile, Roma 1996; L. de Echeverría, 'Fundaciones piadosas', in: El derecho patrimonial canó-
nico en España, Salamanca 1985, 99-126; J. J. Rubio Rodríguez, Lasfundaciones benéfico-religiosas en
el Derecho común y español. 2: Estudio histórico-jurídico, Córdoba 1985; A. SoIs Lucia, 'La fundación
pía no autónoma en el actual CIC, in: REDC*>Q (1993) 519-52;J. Traserra Cunillera, Lasfundaciones
pías autónomas, Barcelona 1985; L.Trivero, 'Pie volontà e pie fonda/ioni', in: / Beni temporali della
Chiesa, Milano 1997, 93-116.
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1302, que establecen algunos principios generales sohre todas las volunta-
des pías tales como Ia libertad de disponer de los bienes para estos fines,
Ia obligación de cumplir las voluntades o deseos de los fieles una vez acep-
tadas éstas, Ia responsabilidad y facultades del Ordinario respecto a las mis-
mas, etc. Hay que tener en cuenta, igualmente, los cánones 1308-1310, que
establecen las normas canónicas a tener en cuenta para cualquier modifica-
ción (reduccrón, traslación, moderación o conmutación) de Ia voluntad de
los fieles sobre causas pías ya establecidas. Las fundaciones pías pueden
ser autónomas (can. 1303, § 1, 1.") y no autónomas (can. 1303, § 1, 2.").
Las primeras son los conjuntos de cosas o bienes destinados a cumplir unos
fines y que son erigidas como personas jurídicas, públicas o privadas, por
Ia autoridad eclesiástica competente, debiendo ajustarse en su funciona-
miento a las normas establecidas sobre las personas jurídicas (cáns. 113-
123). Las no autónomas, por el contrario, son una masa de bienes tempora-
les entregados a una persona jurídica pública con Ia carga de cumplir unos
fines concretos con las rentas que producen su dotación fundacional duran-
te un largo período de tiempo. La Conferencia Episcopal Española y los
obispos diocesanos también han dado normas sobre esta materia, especial-
mente sobre las fundaciones pías no autónomas, que han de tenerse en
cuenta. Una normativa semejante se encuentra en el Código de Cánones de
las Iglesias Orientales Católicas (cáns. 1043-1054).

Además de las normas canónicas, que son las que las constituyen y las
regulan, para su actuación en el ordenamiento jurídico español, las fundacio-
nes pías están sujetas a Ia legislación acordada entre Ia Iglesia Católica y el
Estado Español. Por Io que interesa al tema que estamos tratando, las disposi-
ciones principales son las siguientes: en primer lugar, el Estado Español reco-
noce que 'la Iglesia puede llevar a cabo por sí misma actividades de carácter
benéfico o asistencial', aceptándose civilmente el ordenamiento canónico como
norma estatutaria de las fundaciones pías siempre que éste sea asumido en los
propios estatutos de Ia fundación: 'Las instituciones o entidades de carácter
benéfico o asistencial de Ia Iglesia o dependientes de ella se regirán por sus
normas estatutarias y gozarán de los mismos derechos y beneficios que los
entes clasificados como de beneficencia privada'13. Su régimen civil, por otra
parte, es el común del ordenamiento jurídico español sobre las fundaciones,
salvo Io ya indicado y las particularidades que exponemos a continuación.

En segundo lugar, Ia adquisición o el reconocimiento de Ia personali-
dad jurídica civil de las fundaciones pías se rige por las normas acordadas

13 Acuerdo entre cf Estado Español y Ia Santa Sede sobre Asuntos Económicos, 3 enero 1979,
art. V.1.
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entre el Estado Español y Ia Santa Sede en 1979, pudiéndose distinguir Ia
siguiente tipología 14: 1) Fundaciones erigidas antes del Acuerdo de 1979.
Dos situaciones se contemplan dentro de este apartado: las 'fundaciones reli-
giosas' que ya gozaban de personalidad jurídica civil con anterioridad al
Acuerdo de 1979 y las que no gozaban de ella. En el primer supuesto, como
es lógico, se les respeta el derecho adquirido: 'El Estado reconoce Ia perso-
nalidad jurídica civil y Ia plena capacidad de obrar de las ... fundaciones reli-
giosas que gozan de ella en Ia fecha de entrada en vigor del presente Acuer-
do'. Se exige, sin embargo, el trámite de su inscripción en el Registro estatal
correspondiente: 'Las ... entidades o fundaciones que tienen reconocida por
el Estado Ia personalidad jurídica y Ia plena capacidad de obrar, deberán ins-
cribirse en el Registro del Estado en el má.s breve plazo posible. Transcurri-
dos tres años desde Ia entrada en vigor en España del presente Acuerdo,
sólo podrá justificarse su personalidad jurídica mediante certificación de tal
Registro, sin perjuicio de que pueda practicarse Ia inscripción en cualquier
tiempo'. Por el contrario, las fundaciones religiosas que no gozaban de per-
sonalidad jurídica civil a Ia entrada en vigor del Acuerdo, el Estado no se Ia
concedía y se equiparaban a las que se erigieran en el futuro; 2) Fundacio-
nes erigidas después del Acuerdo de 1979. El texto acordado es claro: 'Las ...
entidades y fundaciones religiosas ... que se erijan canónicamente en el futu-
ro por Ia competente autoridad eclesiástica, podrán adquirir Ia personalidad
jurídica civil, con sujeción a Io dispuesto en el ordenamiento del Estado,
mediante Ia inscripción en el correspondiente Registro en virtud de docu-
mento auténtico en el que consten Ia erección, fines, datos de identificación,
órganos representativos, régimen de funcionamiento y facultades de dichos
órganos'. La interpretación de Ia frase 'con sujeción a Io dispuesto en el orde-
namiento del Estado' se suele hacer en el sentido de que existe el principio
de respeto a Ia propia naturaleza canónica de las fundaciones religiosas, que-
dando regulado su ejercicio en Ia sociedad civil por Ia legislación estatal.

En tercer lugar, como hemos visto, las fundaciones pías erigidas
canónicamente deberán ser inscritas en el correspondiente Registro del
Estado para adquirir personalidad jurídica civil. El Real Decreto 589/1984,
de 8 de febrero, determinó que el organismo competente para ello es el
Registro de Entidades Religiosas, sección especial de fundaciones, exis-
tente en Ia Dirección General de Asuntos Religiosos del Ministerio de Jus-
ticia y regulado por el Real Decreto 142/1981, de 9 de enero. Ambos Rea-
les Decretos especifican los diferentes trámites y documentos que se

14 Bien entcndido que, por lógica, se trata de fundaciones pías que, previamente, han sido eri-
gidas como tales por Ia autoridad eclesiástica competente: Acuerdo entre el Kstado Español y Ia Santa
Sede sohre AsuntosJurídicos, 3 enero 1979, art. 1.4), y Disposición Transitoria 1).
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dehen aportar, afirmándose de nuevo en el Real Decreto 589/1984, que
en el régimen de estas fundaciones quedará siempre a salvo su identidad
religiosa, dentro del respeto a los principios constitucionales' (art. 2°) y
que 'las fundaciones de carácter benéfico o asistencial de Ia Iglesia Cató-
lica o dependientes de ella se regirán por sus normas estatutarias y goza-
rán de los mismos derechos y beneficios que los entes clasificados como
de beneficencia privada' (art. 3.") 1^.

El Real Decreto sobre fundaciones religiosas de Ia Iglesia Católica de
1984 también establecía que, para Ia inscripción en el Registro de Entidades
Religiosas, 'se presentará Ia escritura de constitución acompañada de Ia cer-
tificación a que se refiere el párrafo segundo del apartado c) del número 2
del artículo tercero del Real Decreto 142/1981, de 9 de enero, sobre organi-
zación y funcionamiento del Registro de Entidades Religiosas' (art. 1.").
Norma que especifica que para Ia inscripción, entre otros datos, se requiere
que Ia entidad persiga fines religiosos cuyo cumplimiento, en el caso de 'las
entidades asociativas religiosas constituidas como tales en el ordenamiento
de las Iglesias y Confesiones', 'deberá acreditarse mediante Ia oportuna cer-
tificación del Órgano Superior en España de las respectivas Iglesias o Confe-
siones' l6. La Conferencia Episcopal Española ha recordado los requisitos y
documentos que deben presentar las fundaciones religiosas para su inscrip-
ción en el Registro de Entidades Religiosas, indicando que a Ia solicitud de
inscripción debe acompañar también el certificado de los fines religiosos,
que debe ser expedido por el Ordinario de Ia fundación. Toda Ia documen-
tación es visada y tramitada por Ia Secretaría General de Ia Conferencia Epis-
copal Española 17.

Hay que señalar que el requisito de los fines religiosos ha venido plante-
ando una intensa problemática entre Ia Iglesia Católica y el Gobierno, ya que
Ia Dirección General de Asuntos Religiosos interpretaba unilateralmente
que fines religiosos eran estrictamente los de culto y los puramente religiosos,
denegando por ello Ia inscripción en este Registro a las fundaciones canóni-

15 Real Decreto 589/1984, de 8 de febrero, sobre fundaciones religiosas de Ia Iglesia Católica
(HOK n.° 75, de 28 marzo 1984).

16 Real Decreto 142/1981, de 9 de enero, sobre organización y funcionamiento del Registro de
Entidades Religiosas, art. 3.2.c) (BOKn0 27, de 31 enero 1981).

17 Comisión Permanente de Ia Conferencia Episcopal Española. 'Normas de procedimiento para
Ia inscripción de asociaciones y fundaciones en el Registro de Entidades Religiosas, 11-13 de julio de
1984, in: BOCE60 (1999) 39-40. Normas reafirmadas recientemente: 'La documentación requerida para
Ia inscripción, expedida por Ia autoridad competente, ha de ser en todo caso, antes de su presentación
al Registro, visada y tramitada por Ia Conferencia Episcopal Española': Comisión Permanente üe Ia Con-
ferencia Episcopal Española, 'Instrucción sobre Ia inscripción de asociaciones y fundaciones de Ia Igle-
sia Católica en el Registro de Entidades Religiosas clel Ministerio de Justicia, 5 de febrero de 1999', in:
BOC'A'60(1999) 36-37.
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cas que tenían otros fines (v.gr., carácter benéfico, promoción de Ia cultura
superior, difusión popular de Ia cultura cristiana, acción solidaria hacia los
necesitados, realización de actividades educativas, culturales, benéficas o asis-
tenciales, etc.) por no considerarlas religiosas '8, a pesar de llevar el corres-
pondiente certificado de Ia autoridad eclesiástica correspondiente.

La Conferencia Episcopal Española, muy recientemente, para intentar
evitar los 'problemas y dificultades en relación con Ia exigencia del carácter
religioso de algunos de sus fines' de las asociaciones y fundaciones de Ia
Iglesia Católica para su inscripción en el Registro de Entidades religiosas, ha
establecido 'unos criterios uniformes que faciliten y agilicen Ia inscripción' de
estas entidades en el citado Registro del Ministerio de Justicia, señalando que
'se entiende que son fines religiosos —a estos efectos— los que tienen por
objeto el cumplimiento de funciones propias de Ia Iglesia Católica, como son:

1.a) El culto: su ejercicio e incremento, así como Ia construcción, con-
servación y mejora de los lugares sagrados donde se ejerce y de los instru-
mentos y bienes muebles a él destinados.

2.a) La predicación y difusión de Ia doctrina católica.

3.a) Las labores directa y específicamente apostólicas y evangelizado-
ras, incluidas las actividades y obras misioneras.

4.a) La formación en «seminarios, centros de espiritualidad y de cien-
cias eclesiásticas» y Ia sustentación «alojamiento, alimentos, asistencia» de los
ministros de culto y auxiliares de oficios eclesiásticos.

18 For ejemplo, Ia Fundación -Las Edades del Hombre-, que es una fundación canónica, se ha
visto obligada a transformarse civilmente en -Fundación Cultural- para p<xJer obtener determinados ton-
dos o ayudas económicas (BOO Osma-Soria 140 (19991 22-27). Cf, sobre esta polémica: J. Camarasa
Carrillo, 'La inscripción registraI de las entidades religiosas: valide/ de una actividad administrativa de
control', in: Boletín de Información del Ministerio deJusticia 46 ( 1992) 5779-95; J. Capseta Castellá, 1La
función calificadora en el Registro de Entidades Religiosas a Ia luz de Ia doctrina del Tribunal Supre-
mo', in: Actas del VlIl Congreso Internacional de Derecho Eclesiástico del Estado, Granada 1998, 403-7;
M.a D. Cebriá García, 'Las fundaciones de Ia Iglesia Católica', in: Anuario de Ia Facultad de Derecho de
Ut Universidad de Extremadura 16 (1998) 143-72; D. García Hervás - C. Garcimartín Montero, 'La inter-
pretación del concepto -fines religiosos- en Ia práctica administrativa y judicial española', in: Actas del
VIII Congreso Internacional de Derecho Eclesiástico del Estado, Granacla 1998, 497-508; M. López Alar-
cón, Lasfundaciones eclesiásticas bajo el nuevo régimen de Ia Ley 30/1994, de Fundaciones e Incenti-
vos Fiscales, Murcia 1997; M. López Alarcón, 'La función calificadora en el Registro de Entidades Reli-
giosas', in: ADEE 14 (1998) 433-62, y EstudiosJurídicos en homenaje al Profesor Vidal Guitarte, Castelló
1999, 503-20; A. López-Sidro López, 'La constitucionalidad de Ia calificación de los fines religiosos1, in:
Actas del VIII Congreso Internacional de Derecho Eclesiástico del Estado, Granada 1998. 595-600;
M.J del Mar Martín, Lasfundaciones religiosas en el Derecho español. Esf>ecial referencia al Derecho
autonómico, Almería 1995; M." J. Roca, 'Aproximación al concepto de fines religiosos', in: Kevista de
Administración Pública 192 (1993) 445-67; M. aJ. Rwa, 'La interpretación del concepto -fines religiosos-
y Ia discreción administrativa', in: ADEE 14 (1998) 463-500; J. M. Vázquez García-Peñuela, 'Fines y activi-
dades de las entidades religiosas. Reflexiones a propósito de una sentencia del I'ribunal Constitucional',
in: Actas del VlIl Congreso Internacional de Derecho Eclesiástico del Estado, Granada 1998, 857-63.
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5.'') La formación religiosa y moral de los fieles, por medio de cate-
quesis, escuelas de Teología, institutos y centros de formación religiosa, y
otros instrumentos aptos para obtener Ia formación integral de Ia persona
según los principios de Ia Iglesia Católica.

6.a) La enseñanza confesional, mediante Ia creación y dirección de
centros docentes de cualquier grado y especialidad, conforme a los princi-
pios y valores propios de Ia doctrina de Ia Iglesia Católica, sin perjuicio de
que, en el desarrollo de sus actividades, los centros docentes de Ia Iglesia
hayan de acomodarse a Ia legislación general. Se especifica, en este caso,
que los Centros educativos dehen reunir una serie de características concre-
tas confesionales que dehen constar claramente en sus estatutos.

7.a) La asistencia religiosa personal e institucionalizada a los fieles en
sus diversas situaciones y circunstancias (hospitales, cárceles, centros de
acogida y similares).

8.a) La práctica de Ia caridad evangélica, tanto espiritual como tempo-
ral, en sus diversas formas y manifestaciones, incluidas las actividades bené-
fico-asistenciales institucionalizadas (como casas de asistencia, hospitales,
asilos, orfanatos, centros de acogida) en servicio especialmente de los más
necesitados (como pohres, huérfanos, ancianos, emigrantes, discapacitados
físicos y mentales, marginados y análogos), siempre que los servicios seña-
lados se ofrezcan sin contraprestaciones económicas obligatorias.

Se recuerdan, además, otras formalidades: que 'en los estatutos deberá
establecerse, con nitidez y en lugar destacado, Ia finalidad religiosa de Ia
entidad, cle acuerdo con el espíritu evangélico y Ia doctrina de Ia Iglesia Cató-
lica, especialmente cuando se trate de Ia caridad o de Ia beneficencia en sus
diversas manifestaciones, con declaración expresa de no perseguir fines lucra-
tivos y políticos' (n. 3); que 'la autoridad eclesiástica competente, antes de
otorgar el correspondiente certificado de los fines religiosos, se asegurará
de que ... cumplan Io establecido' (n. 4) y que 'en el caso de que ... Ia Direc-
ción General de Asuntos Religiosos tuviere todavía duda o dificultad sobre Ia
naturaleza religiosa de dicha entidad, ... establecerá contacto con el Secreta-
rio General de Ia Conferencia Episcopal a fin de completar las posibles lagu-
nas o resolver las dificultades" (n. 6) '9.

Registrada civilmente Ia fundación pía, y obtenida por consiguiente su
personalidad jurídica civil, se rige por las normas canónicas incorporadas a
sus estatutos y Ia legislación civil española. For otra parte, el régimen fiscal

19 Comisión Permanente cle Ia Coníereneia Episcopal líspañola. Instrucción st>hrv Ia in>cri/x:i<>n
de us<x:iai'i(>myyfuHciaciones, 5 de lebrero de 1999, n."s 2-3. Esu>s criterios han sido elaborados con Ia
expresa conformidad del Ministerio de Justicia, según cana del ¿8 de enero de 1999 de Ia Sra. Ministra.
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y tributario acordado para las fundaciones pías es el común al de las restan-
tes entidades clasificadas como de 'beneficencia privada' o como 'entidades
sin fin de lucro', tal como se afirma en el Acuerdo de 1979: las asociaciones
y entidades religiosas 'que se dediquen a actividades religiosas, benéfico-
docentes, médicas u hospitalarias o de asistencia social tendrán derecho a
los beneficios fiscales que el ordenamiento jurídico-tributario del Estado
Español prevé para las entidades benéficas privadas'20. Una Orden del Minis-
terio de Economía y Hacienda, del 29 de julio de 1983 21, concretaba que Ia
aplicación de los citados beneficios estaba condicionada a que en las enti-
dades que los invoquen concurran determinados requisitos y a que en su
tramitación se cumplan unas formalidades precisas.

Normas que son recogidas en convenios firmados por Ia Iglesia Católi-
ca con algunas Comunidades Autónomas españolas en materia de servicios
sociales: 'Las instituciones y entidades de Ia Iglesia Católica dedicadas a Ia
gestión de los Servicios Sociales en Andalucía tendrán los mismos derechos
y beneficios que Ia normativa en vigor reconozca a las entidades privadas
sin ánimo de lucro de Ia iniciativa social'22. Y una normativa semejante se
ha establecido para las restantes Iglesias y confesiones religiosas: 'Las aso-
ciaciones y entidades creadas y gestionadas por las Iglesias pertenecientes a
Ia FEREDE y que se dediquen a actividades religiosas, benéfico-docentes,
médicas y hospitalarias o de asistencia social, tendrán derecho a los benefi-
cios fiscales que el ordenamiento jurídico-tributario del Estado prevea en

20 Acuerdo entre el Estado Español y Ia Santa Sede sohre Asuntos Económicos, 3 enero 1979, art.
V; Real Decreto 589/1984, de 8 de febrero, sohre fundaciones religiosas de Ia Iglesia Católica, art. 3.":
'Las fundaciones de carácter benéfico o asistencial de Ia Iglesia Católica o dependientes de ella se regi-
rán por sus normas estatutarias y gozarán de los mismos derechos y beneficios que los entes clasificados
como de beneficencia privada'.

21 BOE, de 8 de agosto de 1983.
22 Obispos de Andalucía, 'Convenio de colaboración entre Ia Consejería de Asuntos Sociales de

Ia Junta de Andalucía y los Obispos de las diócesis que comprenden el territorio de Ia Comunidad
Autónoma Andaluza en materia de servicios sociales, 3 febrero 1994, estipulación cuarta', in: BOA
Sevilla 1)5 (1994) 221-27; Obispos de Galicia, 'Convenio de cooperación entre Ia Consellería de Tra-
ballo e Servicios Sociais y los Obispos de las diócesis que comprenden el territorio de Ia Comunidad
Autónoma de Galicia en materia de servicios sociales, 26 marzo 1996', in: BOA Santiago de Composte-
la 129 (1990) 175-91; Obispos de Extremadura, 'Convenio de colaboración en materia de servicios
sociales entre Ia Junta de Extremadura y los Obispos de las diócesis que comprenden el territorio de
Ia Comunidad Autónoma de Extremadura, 22 mayo 1995', in: BOO Píasencia 137 (1995) 74-81; Obis-
pos de Ia Provincia Eclesiástica de Madrid, 'Convenio de colaboración entre Ia Consejería de Sanidad
y Servicios Sociales de Madrid y los Obispos de las diócesis que comprenden el territorio de Ia Comu-
nidad Autónoma de Madrid en materia de servicios sociales, 8 abril 1§97', in: Boletín Oficial de las
Diócesis de Ia Provincia Eclesiástica de Madrid 113 (1997) 314-19; Caritas Diocesana de Calahorra y
La Calzada-Logroño, 'Convenio de colaboración entre el Gobierno de La Rioja y Ia Asociación Caritas
Dioeesana para Ia realización de programas de servicios sociales durante 1996. 24 abril 1996'. in: IiOO
Calahorray La Calzada-Logroño 137 (1996) 155-59. Cf. M. E. Buqueras, 'Estaclo social de derecho y
actividad de las confesiones en materia de beneficencia', in: ADEK) (1987) 309-22.
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cada momento para las entidades sin fin de lucro y, en todo caso, a los que
se concedan a las entidades benéficas privadas' u.

a) Lasfundaciones canónicas

¿Cuál es el tratamiento que otorga Ia presente Ley de fundaciones a las
fundaciones religiosas de Ia Iglesia Católica? La misma Ley de Fundaciones
Io establece: 'Lo dispuesto en esta Ley se entiende sin perjuicio de Io esta-
blecido en los Acuerdos con Ia Iglesia Católica y en los Acuerdos y Conve-
nios de cooperación suscritos por el Estado con las Iglesias, Confesiones y
Comunidades Religiosas, así como en las normas dictadas para su aplica-
ción, para las fundaciones creadas o fomentadas por las mismas' 2^. Es decir:
quedan al margen de Ia regulación prevista para las restantes fundaciones,
así como de su régimen económico, tributario y fiscal, y se regulan por Ia
normativa específica prevista para las fundaciones religiosas, ya anterior-
mente expuesta. Se les respeta, en suma, su estatuto específico de entidad
religiosa, en cuanto que Ia normativa promulgada no les afecta, pero pare-
cía que quedaban excluidas de los beneficios tributarios y fiscales previstos
en Ia Ley para las restantes fundaciones K. Ello, en principio, podría presu-
mir que si las fundaciones religiosas querían disfrutar de tales beneficios
económicos hubieran tenido que transformarse, jurídicamente, en fundacio-
nes civiles, esto es: perder civilmente su condición de religiosas y someterse
a Ia regulación general estatal. En suma, únicamente se hacían indirecta-
mente algunas referencias aisladas de algunos beneficios fiscales que se les
hubieran podido aplicar ¿(\

Fero salvo estas posibles referencias indirectas, las fundaciones pías,
como las restantes fundaciones religiosas no católicas, quedaban al margen
de Ia Ley. Ello quería decir que las fundaciones pías, civilmente, conserva-
ban su específico estatuto al margen de las restantes fundaciones civiles.
Pero no podían disfrutar de los beneficios fiscales y tributarios previstos por
Ia Ley para las fundaciones no religiosas. Situación paradójica que no deja-

23 l.ey ¿'i/1992, de 10 dc noviembre, por Ia que se aprueba el Acuerdo de Cooperación del
Estado con Ia Federación de Entidades Religiosas Evangélicas de España, art. 11.5. Igual para Ia Fecle-
ración de Comunidades Israelitas de España y para Ia Comisión Islámica de España (HOK n.' 272, de
12 de noviembre de 1992). Cf. M.a del Mar Martín García, 'I.as fundaciones religiosas de las confesio-
nes no católicas que han suscrito Acuerdos con el Estado', in: Acuerdos del Kslatlt> l-spañol c<.n confe-
siones religiosas minoritarias, Madrid 1996, 595-608.

24 I,ey 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones, Disposición Adicional Tercera: fjndacio-
nes de entidades religiosas.

25 Cf. art. 41 y Disposición Adicional Tercera.
26 Disposición Adicional Quinta. 2, y Disposición Adicional Novena, 4.
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ha de suscitar perplejidades por varios motivos: por la discriminación injus-
tificada que tal planteamiento conllevaba para las fundaciones religiosas en
relación con las restantes; por Ia pérdida de su especificidad religiosa que
se podía acarrear para tales fundaciones religiosas ya que, si querían disfru-
tar de los beneficios previstos para las restantes fundaciones, tenían que
'despojarse' civilmente de su condición religiosa; porque ello supondría,
muy probablemente, un atentado contra Ia libertad religiosa, etc. Añadamos,
además, que Ia exclusión de las fundaciones pías y de las restantes funda-
ciones religiosas no católicas de los beneficios económicos y fiscales previs-
tos para las restantes fundaciones muy probablemente hubiera supuesto una
violación de Io establecido en los Acuerdos Estado Español - Santa Sede de
1979 y en los Acuerdos con los judíos, musulmanes y protestantes de 1992.
En efecto: en dichos Acuerdos se afirma, como ya hemos visto, que 'las ins-
tituciones o entidades de carácter benéfico o asistencial de Ia Iglesia o
dependientes de ella se regirán por sus normas estatutarias y gozarán de los
mismos derechos y beneficios que los entes clasificados como de beneficen-
cia privada'27. Y asimismo que 'las asociaciones y entidades religiosas no
comprendidas entre las enumeradas en el artículo 4 de este Acuerdo y que
se dediquen a actividades religiosas, benéfico-docentes, médicas u hospita-
larias de asistencia social tendrán derecho a los beneficios fiscales que el
ordenamiento jurídico-tributario del Estado Español prevé para las entidades
sin fin de lucro, y en todo caso los que se concedan a las entidades benéfi-
cas privadas'28. Textos suficientemente claros y explícitos que nos evitan
cualquier comentario.

Ante esta situación cabían las siguientes alternativas:

1) Mantener el texto de Ia Ley promulgada, sin ninguna especificación
posterior para las fundaciones religiosas: ello hubiera supuesto, tal como
hemos indicado anteriormente, que las fundaciones pías hubieran conservado
su identidad específica religiosa y quedado bajo el control de Ia Iglesia Católi-
ca. Civilmente, sin embargo, no habrían tenido derecho a los beneficios eco-
nómicos y fiscales previstos en Ia Ley de Fundaciones. Se hubieran dado en
este caso las contradicciones ya indicadas con anterioridad y las fundaciones
pías hubieran quedado claramente discriminadas en relación con las restantes.

2) Incorporar las fundaciones pías, y las restantes religiosas no católi-
cas, al nuevo estatuto civil general de las fundaciones previsto en Ia Ley.
Con ello, ciertamente, hubieran podido obtener los beneficios tributarios y

27 Acuerdo entre el Estado Hspañol y Ia Santa Sede .sohre Asuntos Fconómicos, 3 enero 1979.
art. V.1.

28 Ibid., art. V.
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fiscales previstos en Ia Ley. Pero esta opción tenía muy serios inconvenien-
tes: a) Ia estructura organizativa y administrativa prevista en Ia Ley de Fun-
daciones, y a Ia que deberían acomodarse las canónicas, supera en gran
medida las posibilidades de gran parte de las actuales fundaciones pías por
Io que bastantes de éstas no podrían acceder a Ia normativa civil; b) hubie-
ran quedado sometidas al control estatal, principalmente a través del Protec-
torado; c) su propia identidad religiosa, garantizada por Ia legislación canó-
nica, correría un serio peligro al quedar en Ia práctica fuera del control de
Ia Iglesia, Io cual hubiera obligado a Ia Iglesia a establecer complejos meca-
nismos para Ia salvaguarda de su especificidad religiosa. Cabe pensar que,
ante esta situación, Ia fundación pía hubiera tenido que optar por ser canó-
nica y civil al mismo tiempo, dependiendo de dos ordenamientos jurídicos
distintos: el de Ia Iglesia y el del Estado. Pero tal situación es desaconseja-
ble, al menos en circunstancias ordinarias, ya que Ia fundación canónica,
por sí misma, parece exigir que se acoja exclusivamente a una única legisla-
ción: 'puede dar lugar a contradicciones internas en Ia configuración } acti-
vidad ... al depender de dos estatutos que no podrán ser plenamente idénti-
cos y al estar sujeta a dos autoridades competentes distintas. Todo ello
repercute en su identidad propia y las expone a serios peligros'29. Por otra
parte, hay que recordar que Ia propia Conferencia Episcopal Española, por
los motivos indicados, se ha opuesto a 'la fórmula de una asociación con
doble estatuto y doble reconocimiento independiente (canónico y civil) el
uno del otro' 3°, Io que es perfectamente aplicable al caso de las fundacio-
nes canónicas.

3) Mantener su actual estatuto civil específico de fundaciones religio-
sas y concederles los beneficios tributarios y fiscales previstos por Ia Ley
para las restantes fundaciones. Esta solución parecía, afmori, Ia más correc-
ta puesto c]ue era Ia que en Ia práctica se había adoptado en el texto acor-
dado con el Estado Español para Ia Iglesia Católica y las restantes Iglesias y
confesiones religiosas al equipararlas a las entidades sin ánimo de lucro que
buscan fines de interés general: de esta manera, por una parte, se respetaría
Ia especificidad religiosa de las fundaciones pías y, por otra parte, se les
concedería el tratamiento tributario y fiscal establecido para las restantes
fundaciones. Las mismas razones de fondo que avalaban el tratamiento dife-
renciado cle Ia Iglesia Católica y de las restantes confesiones religiosas en Ia
Ley justificaban el de las fundaciones religiosas, añadiéndose a ello que no

29 U. Martínc/ Sistach, l.ax asociai'iotws iiefk'U>s, 3-'' ecl., Barcelona 199i, l i O - i l ; J.'['raserra
l''unillera, 'l,a.s fundaciones', o. <.'., 89.

30 XUV Asamblea Plenaria de Ia Conferencia Hpiscopal Fspañola, 'Instrucción s<>hre Asociacio-
nes canónicas de ámbito nadonal', 2-t abril 1986, n." 3í, in: /JOf,'/:' 10 ( 1996) 83.
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parecía razonable semejante diferencia de trato tributario y fiscal entre los
dos tipos de fundaciones. Con ello, en suma, se evitarían los inconvenientes
que hemos indicado anteriormente.

b) Las restantes entidades eclesiásticas

Igual problemática se planteaba con las restantes entidades eclesiásti-
cas (asociaciones). Ya hemos indicado anteriormente que el fin religioso no
estaba comprendido entre los 'fines de interés general' enumerados por Ia
Ley de Fundaciones a efectos cle constituir una fundación (art. 2.1) o de que
una asociación declarada de utilidad pública sea considerada como una enti-
dad sin fin lucrativo (art. 42.1.a), siendo ello requisito indispensable para
que pueda gozar de los incentivos fiscales previstos en Ia Ley para Ia parti-
cipación privada en actividades de interés general.

El texto de Ia Ley sólo menciona explícitamente a las 'fundaciones de
entidades religiosas' para señalar que Ia Ley no les afecta, y a Ia 'Iglesia Cató-
lica y restantes confesiones religiosas para aplicarles directamente los benefi-
cios tributarios y fiscales previstos en Ia Ley. Hs evidente que las restantes
entidades eclesiásticas no son fundaciones. ¿Cabría entender que podían venir
comprendidas bajo Ia expresión de 'la Iglesia Católica? Parece que no. La doc-
trina eclesiasticista española suele distinguir los siguientes tipos de entidades
católicas, a tenor de los Acuerdos entre Ia Santa Sede y el Estado Español cle
1979 y de otras normas posteriores31: a) entidades de Ia organización oficial
de Ia Iglesia Católica que son las que integran Ia estructura orgánica cle Ia
Iglesia Católica, tales como Ia Conferencia Episcopal, las diócesis, las parro-
quias, otras circunscripciones territoriales, etc.; b) los Institutos de Vida Consa-
grada; c) las asociaciones y otras entidades religiosas; d) las fundaciones. En
consecuencia, parece que en el texto de Ia Ley de Fundaciones por *Iglesia
Católica' se entiende solamente las 'entidades cle Ia organización oficial de Ia
Iglesia Católica que son las que integran Ia estructura orgánica' de Ia misma.
Ello quería decir que, salvo4as entidades descritas anteriormente en el aparta-
do a), las restantes, incluidos los Institutos de Vida Consagrada, conservarían
el régimen económico y fiscal del que disfrutaban en Ia actualidad, pero se
verían privadas de los incentivos fiscales previstos en Ia Ley para asociaciones
de utilidad pública consideradas como entidades sin fines lucrativos.

31 Cf. M. López Alarcón, 'Entidades religiosas', in: Derecho Eclesiástico del Estado Español, 3.a

ed., Pamplona 1993, 265-32-i;J. M. Vá/que/ Garda-Pemiela. 'Posición jurídica de las confesiones reli-
giosas y de sus entidades en el ordenamiento jurídico español', in: Tratado di' Derecho Eclesiástico,
Pamplona 1994. 543-630.
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Era evidente que Ia cuestión no era baladí: pensemos, por ejemplo,
que mientras 'las Universidades Públicas y los Colegios Mayores adscritos a
las mismas, y los organismos públicos de investigación' gozarán del trata-
miento tributario y fiscal previsto en Ia Ley, con los consiguientes incentivos
fiscales para las personas físicas o jurídicas que les hagan donaciones o apor-
taciones, las entidades eclesiásticas que se dedican a Ia enseñanza e investi-
gación no tenían este tratamiento privilegiado y quedaban en franca des-
ventaja. O que, v.gr., mientras 'la Cruz Roja Española, el Real Patronato de
Prevención y Atención a personas con minusvalia' gozan de estos privile-
gios fiscales, no sucedía así con Caritas. La única solución que les quedaba
a estas entidades, si querían gozar del tratamiento tributario y fiscal privile-
giado contemplado en Ia Ley, era o constituirse ellas mismas en asociacio-
nes civiles declaradas de utilidad pública (arts. 41-42), o crear entidades
externas a ellas que reunieran estos requisitos. Se reproducía de esta mane-
ra Ia misma problemática que hemos descrito en las fundaciones religiosas.

4. TRATAMIENTO TRIBUTARIO Y FISCAL DE LAS ENIlDADES ECLESIÁSTICAS

La misma Ley de Fundaciones preveía Ia necesidad de dictar 'las dispo-
siciones necesarias para el desarrollo y ejecución' de Ia Ley, fijándose el
Gobierno el plazo de un año para 'aprobar las normas reglamentarias preci-
sas para su desarrollo', y autorizando al Ministro de Economía y Hacienda
para dictar 'cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y apli-
cación del Título H' de Ia citada Ley32. A Ia espera de Ia promulgación del
reglamento general que desarrollase Ia Ley en sus aspectos sustantivos, y
dada Ia urgencia de poner en funcionamiento las medidas previstas en Ia
Ley, un Real Decreto del 5 de mayo de 1995 reguló algunos aspectos pun-
tuales y necesarios para el desarrollo de Ia Ley de Fundaciones 33. La impor-
tancia de este Real Decreto para Ia Iglesia Católica y sus entidades, así como
para las restantes Iglesias y Confesiones religiosas, es fundamental porque
les aplica el régimen económico-fiscal previsto en Ia Ley de Fundaciones y
elimina las contradicciones y aspectos negativos que, como hemos indicado,
tenía Ia citada Ley para las entidades religiosas.

El Real Decreto se divide en tres capítulos: el primero señala el procedi-
miento a seguir para el disfrute de los beneficios fiscales aplicables a las enti-

32 Disposición Einal Quinta.
33 Real Decreto 765/1995, de 5 de mayo, por el que se regulan determinadas cuestiones del régi-

men de incentivos fiscales a Ia participación privada en actividades de interés general (BORn." 123, de
24 de mayo de 1995).
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dades sin fines lucrativos (arts. 1-4); el segundo, el procedimiento para Ia
deducción de los gastos realizados en actividades de interés general (arts. 5-7);
y el tercero describe las actividades y programas prioritarios de mecenazgo
(art. 8). La aplicación a las entidades religiosas del régimen previsto en el Títu-
lo II de Ia Ley de Fundaciones, y que describe los incentivos fiscales a Ia parti-
cipación privada en actividades de interés general, se tiene en Ia Disposición
Adicional Segunda del Real Decreto. El criterio seguido es el mismo que se
empleó en Ia Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 29 de julio de
1983, sobre reconocimiento a las entidades eclesiásticas de los beneficios esta-
blecidos en el art. V del Acuerdo entre Ia Santa Sede y el Estado Español sobre
Asuntos Económicos de 3 de enero de 1979: allí se establecía que dichos bene-
ficios serían aplicables directamente a las entidades del art. FV del citado Acuer-
do, mientras que las entidades descritas en el art. V debían cumplimentar un
expediente específico de solicitud. Distinción que se efectuaba para que Ia
Administración del Estado tuviera las suficientes cautelas y garantías de que el
régimen fiscal privilegiado allí descrito se empleaba para los fines definidos
por Ia Ley. Estas mismas cautelas justifican, acertadamente, el doble tratamien-
to establecido en esta materia por el Real Decreto.

a) Las entidades del art. IV

Son las siguientes: 'La Santa Sede, Ia Conferencia Episcopal, las diócesis,
las parroquias y otras circunscripciones territoriales, las órclenes y congrega-
ciones religiosas y los Institutos de Vida Consagrada y sus provincias y sus
casas'34. Estas entidades, así como 'las Iglesias pertenecientes a Ia Federación
de Entidades Religiosas Evangélicas de España, las Comunidades pertenecien-
tes a Ia Federación de Comunidades Israelitas y Ia Comisión Islámica de Espa-
ña, así como sus Comunidades miembros, disfrutarán de todos los beneficios
fiscales previstos en el Título II de Ia Ley 30/1994, de 24 de noviembre'35.
Norma que, en líneas generales, ya estaba prevista en Ia citada Ley 3 '̂.

Los requisitos establecidos para gozar del tratamiento tributario y fiscal
establecido en Ia Ley de Fundaciones son los siguientes:

1) Estas entidades deben perseguir 'los fines previstos en el artículo
42.1.a)' de Ia Ley de Fundaciones. Pero, dado que dichos fines no incluí-
an el fin religioso, Ia misma norma añade que 'se entenderán en todo

34 Acuerdo entre el Estado Español y Ia Santa Sede sohre Asuntos Económicos, 3 enero 1915,
art. IV.1.

35 Real Decreto 765/1995, de 5 de mayo: Disposición Adicional Segunda, 1.
36 Ley 30/1994, de 24 de noviembre: Disposiciones Adicionales Quinta y Sexta.
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caso comprendidos en estos fines, como de naturaleza análoga a los que
se mencionan específicamente, los referidos en el artículo IV.l.c del
Acuerdo citado' ^. Estos fines son: el culto, Ia sustentación del clero, el
sagrado apostolado y el ejercicio de Ia caridad.

2) Estos beneficios económicos se aplicarán directamente por el suje-
to pasivo al presentar sus declaraciones o autoliquidaciones, o hien por Ia
Administración en los demás casos -w. Uay dos excepciones en esta norma:
a) Ia exención del Impuesto sohre Sociedades prevista en el art. 48.2 w de
Ia Ley de Fundaciones y que se refiere a explotaciones económicas exen-
tas en el citado Impuesto: se debe seguir Ia norma general prevista en el
artículo 3 de este Real Decreto, si bien estas entidades 'no necesitarán
aportar copia de su escritura de constitución y estatutos' |0; b) los benefi-
cios fiscales en los Tributos Locales: estas entidades 'deberán cumplir Io
previsto en el artículo 4 del presente Real Decreto, acreditando Ia titulari-
dad de los bienes o explotaciones de que se trate y aportando certifica-
ción de Ia autoridad competente de que dichos bienes o explotaciones
están afectos a los fines comprendidos en el artículo 42.1.a) de Ia Ley
30/1994, de 24 de noviembre, teniendo en cuenta Ia precisión contenida
en el apartado 1 de esta disposición' (es decir: el culto, Ia sustentación del
clero, el sagrado apostolado y el ejercicio de Ia caridad), y debiendo acre-
ditar estas entidades su personalidad".

El conjunto de estas disposiciones supone que Ia Iglesia Católica y las
restantes Confesiones religiosas que tienen suscritos acuerdos de cooperación

3~" KcaI Decreto ^65T995, cle 5 de mayo: Disposición Adicional Segunda. 1.
38 lbid.
39 Dice así: 'I.os resultados obtenidos en el ejercicio de una explotación económica resultarán

gravados, si bien cl Ministerio dc Fconomía y Hacienda poclrá, a solicitud de Ia entidad interesada,
extender Ia exención mencionada anteriormente a estos rendimientos siempre y cuando las explota-
ciones económicas en que se hayan obtenido coincidan con el objeto o finalidad específica de Ia enti-
dad, en los términos que se desarrollen reglamenlariamente. A estos efectos, se entenderá que las
explotaciones económicas coinciden con el objeto o finalidad específica de Ia entidad cuando las acti-
vidades ()ue en dichas explotaciones se realicen persigan el cumplimiento de los fines contemplados
en el artículo - Í2 .1 ) , a), que no generen competencia desleal y sus destinatarios sean colectividades
genéricas de personas'.

ÍO Keal Decreto 765/1995. de 5 de mayo: Disposición Adicional Segunda, 4. Hl citado articulo 3
indica que Ia exención debe solicitarse al Departamento de Gestión Tributaria de Ia Agencia lstatal de
Administración Tributaria antes de que finalice el ejercicio en que deba surtir eíectos, e indica Ia docu-
mentación que se debe adjuntar (escrito de solicitud, memoria en Ia que se explique y j u s t i f i q u e que
las explotaciones para las que se solicita Ia exención coinciden con el objeto o lin de Ia entidad, e tc . ) .

tl Keal Decreto %5 1995. de 5 de mayo: Disposición Adicional Segunda, 5, Hl citado articulo (
señala cómo se debe tramitar Ia exención del Impuesto sobre liienes Inmuebles (ante el Ayuntamien-
to competente por ra/ón de Ia locali/ación de los bienes inmuebles) y del Impuesto sobre Actividades
Hconómieas (Ayun tamien to y Agencia HstataI de Administración Tr ibutar ia ) , así como Ia documenta-
ción que se debe adjuntar.
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con el Estado Español son directamente consideradas como entidades sin fines
de lucro que persiguen finalidades de interés general, incluyendo entre éstas
el fin religioso, y aplicándoseles el régimen tributario y fiscal previsto para las
fundaciones civiles y las entidades civiles sin fines de lucro. En realidad, esto
supone básicamente una adaptación a las circunstancias actuales de algunos
aspectos del sistema que hasta ahora disfrutaban para no quedar discrimina-
das en relación con las restantes entidades sin fines de lucro. El régimen de
los restantes tributos y contribuciones (v.gr., Impuesto sobre el Valor Añadido,
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, Impuesto de Transmisiones Patri-
moniales y Actos Jurídicos Documentados, Impuesto sobre el Incremento clel
Valor de los Terrenos, etc.) sigue como hasta ahora, si bien hay que tener en
cuenta que en el actual Impuesto sobre Ia Renta de las Personas Físicas Ia
deducción de Ia cuota íntegra por donativos se reduce a dos conceptos:

l.°) El 20 % de las deducciones establecidas en Ia Ley 30/1994 de Fun-
daciones y de incentivos fiscales a Ia participación privada en actividades de
interés general.

2.") El 10 % de las cantidades donadas en metálico a las fundaciones
legalmente reconocidas que rindan cuentas al órgano de protectorado
correspondiente y a las asociaciones declaradas de utilidad pública '2.

El art. 56 de Ia citada Ley establece que el límite conjunto para esta
deducción y Ia deducción por inversiones en bienes de interés cultural
será el 10 % del conjunto de ingresos netos del contribuyente, minorado
en las aportaciones a planes de pensión, mutualidades de previsión social
y cantidades satisfechas por decisión judicial al cónyuge separado legal-
mente, Ia base liquidable del contribuyente. Por otra parte, el art. 64.1.b
de Ia misma Ley permite el establecimiento de deducciones autonómicas,
dentro de Io establecido en Ia Ley 14.1.1996 de Cesión de tributos a las
Comunidades Autónomas. Algunas de ellas (Murcia, Castilla y León,
Madrid) han establecido deducciones por donativos a fundaciones que se
dedican a determinadas actividades.

b) Entidades del art. V

Son las asociaciones y entidades religiosas no comprendidas entre las
enumeradas en el artículo IV de este Acuerdo y que se dediquen a activida-
des religiosas, benéfico-docentes, médicas u hospitalarias o de asistencia

42 Lcy 40/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre Ia Renta de las Personas Físicas,
art. 55.3.
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social' 4\ Estas entidades, así como sus homólogas de Ia Federación de Enti-
dades Religiosas Evangélicas de España, de Ia Federación de Comunidades
Israelitas de España y de Ia Comisión Islámica de España, también pueden
gozar del régimen económico fiscal previsto en el Título II de Ia Ley de Fun-
daciones 4 l , cumpliendo las siguientes condiciones:

1) Acreditación de participaciones mayorítarías en sociedades mercan-
tiles. Cuanclo estas entidades religiosas tengan participaciones mayoritarias (es
decir: posean más del 50 % del capital scx'ial o de los derechos de voto, com-
putándose a estos efectos tanto las participaciones directas como las indirec-
tas) en sociedades mercantiles y deseen disfrutar de los citados beneficios
económicos fiscales, 'deberán acreditar ante el Ministerio de Economía y
Hacienda su existencia, así como que Ia titularidad de las mismas coadyuva al
mejor cumplimiento de los fines recogidos en el art. 42.1.a) de Ia Ley 30/1994,
de 24 de noviembre, y no supone una vulneración de los principios funda-
mentales de actuación de las entidades mencionadas'/n. Los trámites estableci-
dos para poder obtener estos beneficios son los previstos para las restantes
entidades lft, con Ia única particularidad de que Ia solicitud se dirigirá directa-
mente a Ia dependencia de Gestión Tributaria de Ia Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria (y no al órgano del Protectorado o al Ministerio de Justi-
cia e Interior) a través de Ia autoridad eclesiástica de que dependan las
entidades obligadas a efectuar dicha acreditación. Las autoridades eclesiásticas
competentes son: el Nuncio Apostólico en Madrid cuando se trate de Ia Santa
Sede; el Fresidente de Ia Conferencia Episcopal cuando se trate de Ia misma;
el Obispo de Ia diócesis correspondiente al lugar donde se encuentre domici-
liada Ia entidad; y el Superior o Superiora Provincial de quien dependan cuan-
do se trate de Ordenes, Congregaciones e Institutos de Vida Consagrada de
derecho pontificio r.

2) Acreditación ante Ia Administración Tributaria para el disfmte de
los beneficiosfiscales. Estas entidades, para disfrutar de los beneficios fisca-
les establecidos en el Impuesto sobre Sociedades, deberán acreditar su con-

art. V.
•)
45 /Wi/

43 Acuerdo entre el Estado Hspafiol y Ia Santa Sede sobre Asuntos Económicos, 3 enero 1979,

•H Real Decreto 765,1995, de 5 de mayo: Disposición Adicional Segunda, 2,
45 lhia.
40 Ibid., art. 1, clonde se detallan los distintos documentos y condiciones que se deber cumplir.
•t7 /Wi/., Disposición Adicional Segunda, 6. Ks una adaptación, en líneas generales, del principio

establecido en el CIC sobre Ia dependencia de las personas jurídicas eclesiásticas: v.gr., cánones 312 y
617-630. Hl Real Decreto, sin embargo, confiere mayores facultades al Obispo di<xx>sano al determinar
sin especificación de Ia entidad de Ia persona jurídica eclesiástica que. a estos etectos, es considerado
como autoridad competente 'con carácter general, el Obispo de Ia Diócesis correspondiente al lugar
donde se encuentra domiciliada Ia entidad'.
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dición de tales ante Ia Administración Tributaria 48 adjuntando la siguiente
documentación: a) certificación literal de su inscripción en el Registro de
Entidades Religiosas, y b) certificación de Ia autoridad eclesiástica de Ia que
dependan, ya indicada anteriormente, sobre su naturaleza y fines, así como
sobre que Ia entidad correspondiente Ie rinde cuentas 49.

3) Tributos Locales. El art. 4 del Real Decreto describe los trámites que
se deben seguir para que estas entidades disfruten de los beneficios fiscales
referentes al Impuesto sobre Bienes Inmuebles y al Impuesto sobre Activi-
dades Económicas. Las entidades eclesiásticas deberán cumplir con Io allí
previsto 'acreditando Ia titularidad de los bienes o explotaciones de que se
trate y aportando certificación de Ia autoridad competente de que dichos
bienes o explotaciones estén afectos a los fines', debiendo adjuntar Ia docu-
mentación enumerada en el párrafo anterior w.

Conviene tener en cuenta, además, que el Real Decreto establecía que
todas las entidades ya existentes con anterioridad a Ia entrada en vigor a Ia Ley
de Fundaciones tenían un plazo de tres meses para acreditarse ante Ia Admi-
nistración Tributaria para disfrutar de los beneficios fiscales; que este mismo
plazo de tiempo se establecía para pedir Ia exención de explotaciones econó-
micas en el Impuesto sobre Sociedades referente a 1994; y que se aplicaba
retroactivamente al Impuesto sobre Bienes Inmuebles pagado desde el 1 de
enero de 1994 fijándose un plazo de cuatro meses para solicitar Ia devolución
de las cantidades pagadas por este Impuesto.

c) Beneficios fiscales y tributarios de las entidades eclesiásticas

La Ley de Fundaciones e Incentivos Fiscales a Ia participación privada
en actividades de interés general y el Real Decreto promulgado para su apli-
cación asumen Ia división ya consagrada en los Acuerdos de 1979 entre las
entidades de Ia Iglesia Católica enumeradas en el art. IV y las del art. V del
Acuerdo sobre Asuntos Económicos: a las enumeradas en el art. IV del Acuer-
do, es decir a Ia Santa Sede, Ia Conferencia Episcopal, las diócesis, las parro-
quias y otras circunscripciones territoriales, las órdenes y congregaciones reli-
giosas y los Institutos de Vida Consagrada y sus provincias y sus casas, les

48 lbid., art. 2.2 y 3.
49 lbid., Disposición Adicional Segunda, 3. l'ara disfrutar asimismo de Ia exención sohre los resul-

tados obtenidos en el ejercicio de una explotación económica se dehen cumplir los trámites descritos
en el art. 3 de este Real Decreto sohre las explotaciones económicas exentas en el Impuesto sobre
Sociedades, si bien estas entidades eclesiásticas no necesitarán aportar copia de su escritura de consti-
tución y estatutos sino Ia documentación descrita anteriormente (Disposición Adicional Segunda, 4).

50 Disposición Adicional Segunda, 5.
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son aplicables los supuestos de exención previstos en ese artículo y los
demás heneficios fiscales previstos para las entidades sin fines de lucro y las
entidades benéficas privadas, tal como se contienen en Ia Ley de Fundacio-
nes y Mecenazgo y en las leyes reguladoras de determinados tributos. Y a
las entidades enumeradas en el art. V, es decir a las asociaciones y entidades
católicas no comprendidas en el artículo anterior y que se dedkjuen a activi-
dades religiosas, benéfico-docentes, médicas u hospitalarias o de asistencia
social, solamente les son aplicables los beneficios fiscales previstos por el
ordenamiento tributario para las entidades benéficas privadas y las entidades
sin fines de lucro. FlIo hace que los heneficios fiscales aplicables a las enti-
dades eclesiásticas se puedan resumir en los siguientes, teniendo en cuenta
además su equiparación a las entidades sin fin de lucro51.

• Exención del Impuesto sobre Sociedades, con las limitaciones esta-
blecidas en los textos legales, a tenor de Ia Disposición Adicional 5.a de
Ia Ley 30/1994, de 24 de noviembre, en relación con los arts. 40 a 58
de dicha Ley S2. Aplicable tanto a las entidades del art. IV del Acuerdo a
las del art. V del Acuerdo sobre Asuntos Económicos ^.

• Exención del Impuesto sohre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados: aplicable sólo a las entidades del art. IV del Acuer-
do cuando se trate de adquisición de bienes inmuebles con destino al culto,
Ia sustentación del clero, el sagrado apostolado y el ejercicio de Ia caridad.

51 Conterenda Episcopal Kspañola, 'Informe sobre Ia Ley de Fundaciones e Incentivos Fiscales
a Ia participación privada en aclividades de interés general y su aplicación a las entidades eclesiásti-
cas, lebrero 1995', -i7-i9; M. Blanco, 1La cooperación del Fstado Español con las confesiones religio-
sas. Fspecial referencia a Ia cooperación económica', in: /C7(> (1998) 523-70; M, Blanco, 'Cooperación
del Kstado con las confesiones religiosas en materia económica', in: Tratado de Derecho Eclesiástico,
Pamplona 199-i, (>31-T36; |. Camarasa Carrillo, Régimen tríhitlarío de entidades rrlif>iosas v de entida-
des sin fin de lucro, Madrid 1998; M' Dolores Cebriá García, La autoJinanciación de Ia Iglesia Católí-
CU en Ksj>ana. l.imiti'S Y[x>sibilidades. Salamanca 1999, 57-88; F. de !.. Día/ de Monasterio-duren - I.
de Luis Vil lota , Kef>imenfiscal de Ia Iglesia Católica, Pamplona 1999; exponen Ia jurisprudencia recien-
te de diferentes tribunales (Tribunal Supremo, Audiencia Nacional, Tribunales Superiores deJustida,
Tribunal Fconómico-Administrativo Central, Tribunales Económico-Administrativos regionales...) sobre
los diferentes impuestos en su aplicación a las entidades religiosas; M. A. Puchades Navarrc, 'Fl régi-
men económico-fiscal', in: Acuerdos del Kstado Español con los /iidíos, miisttlmanesypri>testantes,
Salamanca 1994, 2.31-48;|. Rossell, 1La tributación de las confesiones religiosas en el ámbito autonómi-
co y local', in: M)KE Li ( 1998) 25^322.

52 Ct., además, Ia Ley -t.3, 1995, de 27 cle diciembre, del Impuesto sobre S(X'iedades, Disposición
Transitoria decimotercera (I)OKn." 310, de 28 de diciembre de 1995).

53 M. M.' Casal Bravo, Las entidades eclesiásticas, sii/etospasiros del impuesto sohres->ciedades.
Madrid 1985, V. Cíon/ále/ Ortix. 'l.a Iglesia Católica en el Impuesto sobre Sociedades', in: Estudios
|uridicos en homenaje al l'rojesor Vidal Cuitarte, Castellò 1999, -Hl-16; M. Mier Menes, 'Fl Impuesto
cle Sociedades: su aplicación a Ia Iglesia Católica', in: El Derecho l'atrtmonial Canónico en España.
Salamanca 1995, 3-(9-81; P. I. Rodrigue/, 'La exención del impuesto sobre sociedades en tavor cle las
confesiones religiosas', in: AI)KK IO (199i) 203-5T
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Exención, igualmente, del Impuesto sobre Actos Jurídicos Documentados en
las declaraciones de Obra Nueva de los edificios destinados al culto, a Ia
sustentación del clero, al sagrado apostolado o al ejercicio de Ia caridad rea-
lizadas por las entidades del art. IV, y en las declaraciones de obra nueva
de los edificios destinados a actividades religiosas, benéfico-docentes, médi-
cas, hospitalarias y de asistencia social tanto de las entidades del art. IV
como de las del art. V 54.

• Exención del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones con moti-
vo de Ia adquisición por donación, herencia o legado a favor de los fines
del art. IV.l.C del Acuerdo (bienes destinados al culto, a Ia sustentación del
clero, al sagrado apostolado y al ejercicio de Ia caridad), o los fines seña-
lados en el art. 42.1 de Ia Ley 30/1994 cuando coincidan con Ia finalidad
específica u objeto social de Ia entidad religiosa a tenor del art. 48.1 de Ia
citada Ley y de Ia Disposición Adicional 2.a, n.° 1, de su Reglamento.
Exención aplicable a las entidades del art. IV y del art. V del Acuerdo 5S.

• Exención del Impuesto sobre el Valor Añadido cuando se trate de
las adquisiciones, construcciones y rehabilitaciones de bienes inmuebles
con destino al culto, sustentación del clero, sagrado apostolado y ejerci-
cio de Ia caridad, y no sujeción al Impuesto cuando se trate de objetos
destinados al culto %.

• Exención del Impuesto sobre los Bienes Inmuebles: en el caso de
las entidades del art. IV del Acuerdo, sus inmuebles destinados al culto, a
casa de religiosos o clérigos y a Ia formación de los mismos, y a curia dio-

54 Orden Ministerial de Economía y fiacienda, de 29 de ju l io de 1983; Real I)eereto Legislativo
1/1993, de 24 de septiembre, sobre el texto refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales
y ActosJurídieos Documentados, art. 45.1.I!.1 (BOHn." 251, de 20 de octubre dc 1993) I.os trámites
que se tienen que realizar para tramitar Ia exención vienen señalados en el art . 90 del Real Decreto
828/1995, de 29 de mayo, sobre el Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
ActosJurídieos Documentados (BOEn." 14, de 22 de junio de 1995).

55 Ley 29/1987, de 18 de diciembre, deI Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, Disposición
Final Cuarta (BOE, 19 de diciembre de 1987).

56 Orden de 29 de febrero de 1988 del Ministerio de Economía y Hacienda. Cf. L. Álvarez Prie-
to, 'La aplicación del IVA a las entidades beneficx>-asistenciaIes, sin fin de lucro, de carácter eclesiásti-
co', in: Al)KK4 (1988) 315-36; R. Flores Mendoza, 'El Impuesto al Valor Añadido y sus consecuencias
económicas en el marco del Acuerdo para Asuntos Económicos suscrito por el Estado Español y Ia
Santa Sede', in: Ars luris 19 (1998) 73-89; P. Isidro, 'Las confesiones religiosas ante Ia repercusión del
IVA', in: ADEE 12 (1996) 203-36; M. Mier Menes, 'La aplicación del Impuesto sobre el Valor Añadido
(IVA) a las entidades eclesiásticas', in: KEI)C44 (1987) 551-63; M. A. Puchades Navarro. 'Aspectos eco-
nómicos de los beneficios fiscales de Ia Iglesia Católica en el caso del IVA', in: RKDC 46 ( 1989) 203-
33; L. Ruano Espino, Ia aplicación del !m{inesto sobre el Vcilor Añadido a los enles eclesiásticos, Sala-
manca 1998; A. Torres Gutiérrez. 'Aplicación del IVA a Ia Iglesia Católica: estudio del a r t . III del
Acuerdo sobre Asuntos Económicos de 3 de enero de 1979, entre el Estado Español y Ia Santa Sede',
in: EstudiosJurídicos en homenaje al I'n>fesor Vidal (ìuilane. Castellò 1999, 875-K2.
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cesana y oficinas parroquiales. Y en relación con todas las entidades, tanto
las anteriores como las del art. V, cuando sus inmuebles estén destinados,
primordialmente, a explotaciones económicas directamente relacionadas con
su objeto social o finalidad específica o no cedidos mediante contrapresta-
ción, a tenor del art. 58.1 de Ia Ley 30/1994 57.

• Exención del Impuesto sobre Actividades Económicas de las explo-
taciones económicas de las entidades eclesiásticas de los arts. IV y V desti-
nadas a actividades directamente relacionadas con su objeto social o finali-
dad específica, a tenor del art. 58.2 de Ia Ley 30/1994.

• Exención del Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos
de Naturaleza Urbana para las entidades religiosas que lleven a cabo activi-
dades religiosas, benéfico-docentes, médicas, hospitalarias o de asistencia
social. Aplicable a las entidades de los arts. IV y V Síí.

• Exención del Impuesto Municipal sobre Construcciones, Instalacio-
nes y Obras en los edificios destinados al culto o a servicios pastorales, a
tenor de una Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Man-
cha, Sala de Io Contencioso-Administrativo, de 1 de febrero de 1999 , recur-
so número 1.784/96.

• En las Islas Canarias, exención del Impuesto General Indirecto Cana-
rio cuando los bienes adquiridos se destinen al culto, a Ia sustentación del
clero, al sagrado apostolado o al ejercicio de Ia caridad, y no sujeción al
mismo de las entregas o importaciones de objetos destinados al culto. Apli-
cable a las entidades del art. IV ̂ 9.

• Deducciones fiscales del 20 y del 10 % para las personas físicas en
el Impuesto sobre Ia Renta de las Personas Físicas, y del 10 % para las per-
sonas jurídicas en el Impuesto sobre Sociedades, por donaciones efectuadas
a favor de las entidades de los arts. IV y V y para sus fines específicos 6o.

57 Véase un ejemplo en BOA /iurgos 143 (1999) 596-99. Cf. 1. Martín Diéguez, 'El régimen tribu-
tario de k).s bienes inmueble.s de las confesiones religiosa.s en el Derecho español', in: I! liiritlo eccle-
siastico 107 (1996/1) 770-803; M.J . Ciáurri/, 'Las entidades religiosas ante el impuesto de bienes inmue-
bles (Análisis de un caso práctico)', in: fccritos en honor de Javier Hen>ada, Pamplona 1999. 1089-98.

58 J. J. Pére/ Calvo, 'Determinación de Ia existencia de exención del impuesto municipal sobre
el incremento del valor de los terrenos en los supuestos de donaciones de inmuebles a Ia lg!esia dedi-
cados al culto', in: /<V68 (1994) 671-84.

59 Orden del Ministerio de Economía y Hacienda del 14 de noviembre de 1996 (UOK n.<tt 279 y
280. del 19 y 20 de noviembre de 1996).

60 Arts. 59, 61, 63 y 65 de Ia Ley 30/1994. Cf., además, el Real Decreto 21-), 1999, de =• de lebre-
ro, sobre el Reglamento del Impuesto sobre Ia Renta de las Personas Físicas, art. 66.2 (BOK n." 34, del
9 de febrero de 1999). y Ia Orden del Ministerio de Economía y Hacienda del 30 de julio dc 1999, por
Ia (jue se aprueba el modelo de declaración informativa de donaciones que den derecho a deducción
en el IRPF (HOK n." 186, de 5 de agosto de 1999).
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Las fundaciones canónicas de Ia Iglesia Católica que se dediquen a acti-
vidades religiosas, benéfico-docentes, médicas u hospitalarias o de asisten-
cia social están equiparadas en el art. V del Acuerdo de 1979 sobre Asuntos
Económicos, y en Ia legislación posterior, a las entidades civiles sin ánimo
de lucro o declaradas benéficas, y, por tanto, su régimen fiscal es el mismo
que el de estas entidades civiles cumplidas una serie de condiciones. TaI
como hemos indicado anteriormente están exentas del Impuesto sobre
Sociedades (parcialmente), del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales
y Actos Jurídicos Documentados, del Impuesto sobre Actividades Económi-
cas, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, del Impuesto sobre el
Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana, del Impuesto
sobre el Valor Añadido (parcialmente) y del Impuesto sobre Bienes Inmue-
bles. Asimismo, las donaciones efectuadas a las mismas por personas físicas
o personas jurídicas gozan de deducciones en el Impuesto sobre Ia Renta
de las Personas Físicas y en el Impuesto sobre Sociedades61.

5. CONCLUSIONES

La reciente legislación civil española sobre Fundaciones e Incentivos
Fiscales a Ia participación privada en actividades de interés general afecta
directamente a las fundaciones pías canónicas y a las restantes entidades
eclesiásticas, al aplicarles a éstas los mismos beneficios tributarios y fiscales
que están previstos para las entidades civiles sin fines lucrativos (fundacio-
nes y asociaciones declaradas de utilidad pública). La Ley sobre Fundacio-
nes, de 30 de noviembre de 1994, formalmente respetaba Ia especificidad
propia de las entidades religiosas: pero, en Ia práctica, suponía una discri-
minación irracional e injusta de las mismas al no incluir el fin religioso entre
los de interés general de Ia sociedad ni aplicarles a éstas los beneficios pre-
vistos para las entidades sin fines lucrativos. Ello suponía que, como hemos
indicado, si querían disfrutar de los citados beneficios debían despojarse
civilmente de su condición de tales y adquirir Ia de meramente civiles, con
los inconvenientes de todo tipo que ello conllevaba.

El Real Decreto de 5 de mayo de 1995 ha corregido estas deficiencias:
ha incluido los fines religiosos entre los fines de interés general para Ia socie-

6l Cf. R. Beneyto Berenguer, Fundaciones sociales de Ia Iglesia Católica. Conflicto Iglesia-Esta-
do, Valencia 1996, 290-328; Confederación Kspañola de Fundaciones, Código de Fundaciones. Norma-
tiva estatal, autonómica vfiscal concordada, Madrid 1996; A. Martíne/ Lafuente, Fundaciones y Mece-
nazgo, o. c., 93-231.
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dad y aplica el régimen tributario y fiscal, así como los beneficios económicos
previstos, a las entidades religiosas. Se les respeta, además, su especificidad e
identidad religiosa y, por tanto, no se les exigen los mismos requisitos consti-
tutivos que a las entidades civiles: es decir, las entidades religiosas, asociacio-
nes y fundaciones, no tienen que realizar ningún otro trámite de los que hasta
ahora venían cumplimentando para obtener Ia personalidad jurídica civil a
través de su específica condición canónica. Por contra, es necesario que, como
las restantes civiles, cumplan una serie de trámites administrativos para solici-
tar estos beneficios fiscales y económicos. Trámites que, en definitiva, se exi-
gen como garantía de que las entidades beneficiadas se dedican a sus fines
específicos y de que no encubran otras actividades, que son más sencillos
que los establecidos para otras entidades, y que se enmarcan en el desarrollo
que se viene haciendo del Acuerdo sobre Asuntos Económicos de 3 de enero
de 1979. Así, por ejemplo, el reciente Reglamento del Impuesto sobre Trans-
misiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, al aplicar las exen-
ciones previstas en el mismo para las entidades religiosas, también distingue
entre las entidades del art. IV y las del art. V del citado Acuerdo: en el primer
caso, 'la exención se aplicará directamente al presentar Ia autoliquidación
correspondiente', acompañando Ia documentación necesaria para que Ia exen-
ción pueda ser comprobada por Ia oficina gestora competente. En el segundo
caso, entidades del art. V, 'la concesión de Ia exención requerirá su previo
reconocimiento por acuerdo de Ia Direcc'ión General de Tributos del Ministe-
rio de Economía y Hacienda, previo expediente tramitado al efecto a instan-
cia del sujeto pasivo obligado al pago del impuesto'. En este caso, además, Ia
entidad solicitante debe acreditar:

a) Su naturaleza y fines, mediante certificación expedida por Ia autori-
dad eclesiástica o religiosa competente.

b) La inscripción en el Registro a que se refiere el artículo 5 de Ia Ley
Orgánica 7/1980, de 5 de julio, mediante certificación literal del
mismo.

c) El destino, mediante cualquier medio de prueba, de los bienes y
derechos adquiridos a actividades religiosas, benéfico-docentes,
médicas, hospitalarias y de asistencia social62.

La legislación estatal sobre esta materia es positiva y se encuadra en el
contexto genérico de considerar el fin religioso como un componente más

62 La autoridad competente, para las entidades católieas, es 'el Obispo de Ia diócesis correspon-
diente al lugar donde se encuentre domiciliada Ia entidad': no tiene, por tanto, que coincidir necesa-
riamente con el Ordinario propio. Kl Registro es el de las entidades religiosas existente en el Ministe-
rio de Justicia.
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del bien común de Ia sociedad, de que Ia actividad religiosa no tiene ánimo
de lucro y, en suma, de favorecer el ejercicio de Ia libertad religiosa. La apli-
cación de esta normativa exige a los administradores de las entidades ecle-
siásticas el cumplimiento de los trámites burocráticos allí previstos: sería de
desear que, para facilitar, unificar y simplificar esta actuación administrativa
Ia Conferencia Episcopal Española y las diócesis preparasen un directorio o
guía donde se recopilasen estas normas y criterios generales, se describie-
sen los trámites a seguir en cada caso, y se incluyesen modelos de los dis-
tintos formularios que se deben cumplimentar. Es necesario, igualmente,
informar adecuadamente a los fieles de estos cauces de cooperación econó-
mica con las entidades eclesiásticas que, en el caso de donativos de perso-
nas físicas o jurídicas, vienen incentivados por el propio Estado Español a
semejanza de Io que ocurre en otros países.Como contrapartida, y además
de Io anterior, esto va a exigir a Ia Iglesia Católica una actualización de sus
normas y criterios sobre las entidades eclesiásticas, sean asociaciones o fun-
daciones, y un control más exhaustivo de su actividad y economía: pense-
mos, por ejemplo, que Ia legislación estatal española analizada remite al
'Obispo de Ia diócesis correspondiente al lugar donde se encuentre domici-
liada Ia entidad' Ia responsabilidad de certificar sobre Ia naturaleza y fines
de Ia entidad correspondiente, así como sobre el hecho de que ésta Ie rinde
cuentas, para poder gozar de los beneficios económicos y fiscales previstos.
Certificación que se extiende a todo tipo de entidades, que es concorde con
Io establecido en Ia legislación canónica para las personas jurídicas públi-
cas, y que, paradójicamente, viene a reforzar las facultades canónicas de las
autoridades eclesiásticas sobre las personas jurídicas privadas. También
puede ser una buena ocasión para que las diócesis españolas actualicen
adecuadamente toda Ia materia concerniente a las fundaciones pías: desa-
rrollando las normas del Código de Derecho Canónico e incorporando nue-
vas fórmulas de forma que las fundaciones pías puedan seguir cumpliendo
adecuadamente su función edesial y social. Es necesario, en suma, explicar
convenientemente su naturaleza a Ia comunidad edesial, establecer el marco
canónico correcto, proceder con sentido práctico y realista, etc. Las escasas,
y confusas, normas dadas hasta ahora por los obispos españoles sobre las
fundaciones pías son claramente insuficientes: Ia aplicación de estas normas
estatales es un buen momento para ello.
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